
REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE LA CALIDAD CON 
LIBERTAD EN MATERIA DE EDUCACIÓN 

BOLETÍN N° 4442-07 
 
Honorable Cámara de Diputados: 
 
En uso de nuestras facultades constitucionales, venimos en proponer un proyecto 
de ley que tiene como idea matriz reformar la Carta Fundamental para cimentar 
los bases constitucionales para mejorar la calidad de la educación de nuestro país. 
 
 
I.- ANTECEDENTES GENERALES 
 
1.- Fundamentos de Derecho 
 

Para una adecuada comprensión de la reforma que se plantea, creemos 
necesario analizar los principios constitucionales que se vinculan directamente con 
la libertad de enseñanza y el derecho a la educación.  
 
 Entre esos principios y normas vinculadas con el derecho a la educación y 
con la libertad de enseñanza, cabe destacar, aquellos que el Poder Constituyente 
estableció en el Capítulo I, puesto que son las bases del sistema institucional 
chileno, de manera que cuanto fluye de ellas se irradia sobre los siguientes 
capítulos de la Constitución y, con mayor razón, a todo el ordenamiento jurídico 
que ha de respetarlas en todo momento, circunstancia, materia y lugar. 
 
 El artículo 1º en su inciso cuarto dispone que “El Estado está al servicio de 
la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe 
contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de 
los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material 
posible, con pleno respeto a los derechos y garantías”, por ella establecidos. 
 
 Asimismo, es base de las instituciones chilenas la prevista en el inciso 
quinto del artículo 1º, según el cual “Es deber del Estado (…) promover la 
integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de 
las personas a participar, con igualdad de oportunidades, en la vida nacional.” 
 
 En idéntica jerarquía jurídica y en armonía con lo expresado, el artículo 5º 
de la Constitución en su inciso segundo agrega que “El ejercicio de la soberanía 
reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la 
naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales 
derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados 
internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.” 
 
 Que entre los derechos esenciales aludidos se hallan, precisamente el 
derecho a la educación y la libertad de enseñanza, asegurados a todas las 
personas, en el artículo 19 Nº 10 y 11 de la Carta Fundamental. Al respecto, si 



bien el derecho a la educación y la libertad de enseñanza son diferentes, también 
es cierto que existen numerosos e importantes vínculos entre ellos, evidencia de lo 
cual resulta ser que el objeto de la educación, esto es, el pleno desarrollo de la 
persona en las distintas etapas de su vida, de acuerdo con lo dispuesto en el 
inciso primero del Nº 10 transcrito, se manifiesta, imparte o lleva a la práctica a 
través de la enseñanza, sea formal o informal. 
 

Cuando se habla del derecho a la educación, se entiende como aquel 
derecho que tienen todos los habitantes de la República a ser instruidos con el 
objeto de lograr el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su 
vida. De lo anterior, se desprenden tres elementos esenciales: primero, que este 
derecho está dirigido al sujeto pasivo del proceso educativo, a los educandos; 
segundo, que el contenido de este derecho consiste en garantizarle a todas las 
personas el derecho a acceder a la enseñanza; y tercero, que dicha enseñanza 
tiene como única finalidad la de lograr el pleno desarrollo de la persona en las 
distintas etapas de su vida. 
 

En virtud de lo anterior, el derecho a la educación no debe ser visto como la 
prestación de un servicio solamente, toda vez que este derecho abarca elementos 
y objetivos mas complejos que no se encuentran contenidos en la enseñanza que 
entregan los establecimientos educacionales. Asimismo, cuando se habla del 
derecho a la educación debe tenerse siempre como centro y finalidad última el 
pleno desarrollo de la persona humana, ya que es la persona la causa y el fin de 
esta garantía. 
 

Siendo los padres los que están llamados a educar a sus hijos, la 
Constitución señaló expresamente que son los padres quienes tienen el derecho 
preferente y el deber de educar a sus hijos (artículo 19 Nº10, inciso tercero) y que 
son ellos los que tienen el derecho a escoger el establecimiento de enseñanza 
para sus hijos (artículo 19 Nº11, inciso cuatro). En virtud de lo anterior, la 
participación del Estado en esta materia debiera respetar siempre este derecho 
primordial de los padres de educar a sus hijos con todo lo que ello significa y 
cualquier actuación que éste tenga en materia de educación debiera estar siempre 
subordinada al derecho preferente de los padres en esta materia. 
 

Por su parte, la libertad de enseñanza es el derecho que tienen todos los 
habitantes de la República a abrir, organizar y mantener establecimientos 
educacionales con la debida autonomía académica, económica y administrativa.  
 

Al respecto, es importante rescatar dos elementos: el contenido de la 
libertad de enseñanza, y los titulares de la misma. En relación al contenido, el 
Tribunal Constitucional ha sido enfático en señalar que en las tres facultades 
nombradas –abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales- “se 
condensan, por consiguiente, los elementos, definitorios e inafectables, que tal 
libertad abarca, de modo que el respeto y protección de ellos es lo que requiere 
siempre la Constitución”. (fallo del Tribunal Constitucional, rol Nº410, de 14 de 
junio de 2004).  



 
Por su parte, en relación a los titulares de este derecho, éstos son aquellos 

que ocupan el rol activo en el proceso educativo, es decir aquellos que imparten 
educación; y se refiere a todos los establecimientos de enseñanza, ya sean 
“públicos o privados, se hallen reconocidos por el Estado o no lo hayan sido, 
trátese o no de establecimientos subvencionados” (fallo del Tribunal 
Constitucional, rol Nº410, de 14 de junio de 2004). Así por lo demás lo reconoce 
numerosa jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de los Tribunales Ordinarios 
de Justicia. A lo anterior, se suman también como titulares de este derecho, los 
padres que son los primeros educadores de sus hijos, tal como se señaló 
precedentemente. 
 

Sin perjuicio de lo anterior, el Constituyente ha delimitado el ejercicio de la 
libertad de enseñanza, reconociendo en el artículo 19 Nº11, inciso segundo, que el 
ejercicio de ésta tiene algunas limitaciones que no son otras que las impuestas por 
la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional. Estas 
limitaciones hay que entenderlas como taxativas, “inexedible mediante 
interpretaciones extensivas o analógicas, dado que los derechos fundamentales 
deben ser siempre respetados y promovidos, criterio de hermenéutica aún más 
inobjetable a la luz de los preceptos” (fallo del Tribunal Constitucional, rol Nº410, 
de 14 de junio de 2004).  

 
 En virtud de estas consideraciones, es importante señalar que nuestro 
sistema escolar se basa en el derecho de los padres a ejercer una elección libre y 
el derecho a los sostenedores que les permite la libertad de proyecto educativo, se 
trata de dos ideas que forman parte de las dos caras de una misma moneda, de 
dos aspectos complementarios entre sí  y que no se entienden el uno sin el otro.  
Es necesario respetar y mantener la capacidad del establecimiento de mantener 
latente el compromiso asumido con los padres, para lo cual es legítimo 
reconocerles el derecho a exigir requisitos de admisión –respetando lo establecido 
en la Constitución y Tratados Internacionales ratificados y vigentes en Chile- como 
una garantía hacia los padres de que el proyecto educativo se ejecutará y se 
cumplirán los compromisos asumidos. 
 
 
   
2.- Situación de la Educación en Chile 
 
 La calidad de la educación en nuestro país ha descendido a niveles 
alarmantes, lo que nos demuestra la necesidad de hacer un análisis de la 
educación, ya que de ella depende que haya progreso, igualdad de oportunidades 
y paz social. 
  
a.- Reformas educacionales realizadas a partir de 1990 
 
La reforma educacional comenzó a ser implementada en forma gradual en 1997; 
sin embargo, fue precedida por diversos cambios de gran relevancia, a saber: 



 
a.1.- Enorme Esfuerzo Financiero 
 
 Nuestro país ha invertido fuertemente en educación en los últimos años. En 
efecto, el gasto público en educación aumentó en más de tres veces entre 1990 y 
2003; es decir, los recursos destinados a este sector crecieron en 1.335 mil 
millones de pesos. Parte de estos recursos se han distribuido por medio del 
sistema de subvenciones; no obstante, cada vez en mayor proporción se han ido 
creando programas especiales manejados directamente por el MINEDUC y que 
buscan beneficiar a grupos específicos de la población. 
 

Entre estos programas se encuentran el P900 (o Programa de Escuelas 
Pobres), que distribuye recursos adicionales a aquellos establecimientos 
educacionales que obtienen menor rendimiento en las pruebas SIMCE, y el 
programa MECE (Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la 
Educación). 
 
a.2.- Reforma Curricular 
 
 La Reforma estableció la revisión y diseño de los objetivos fundamentales y 
contenidos mínimos obligatorios, tanto de nivel básico como medio. El 2002 
egresaron los primeros alumnos que estudiaron toda su educación media con los 
nuevos programas, y recién el 2009 lo haría la primera generación que hizo su 
educación completa con los programas reformados. 
  

Cabe destacar que los programas definidos por el Ministerio de Educación 
contienen los elementos mínimos que deben ser incluidos en los programas de 
todas las escuelas del país. Esto quiere decir que, si bien es posible introducir 
nuevas metodologías y nuevos componentes, ello será posible sólo en la medida 
que se cumpla con el marco curricular obligatorio. 

 
En un principio parece razonable la existencia y exigencia de contenidos 

mínimos; sin embargo, si se amplía estos contenidos mínimos obligatorios podría 
quitarse espacio a los colegios para implementar aquellos componentes de sus 
programas que constituyen justamente las características que los diferencian del 
resto. La extensión de los contenidos mínimos puede representar el riesgo de 
transformarse en un curriculum único para cada nivel de enseñanza. 

  
De producirse esta situación, se estaría restringiendo la libertad de 

enseñanza, elemento fundamental de nuestro sistema educacional. En efecto, el 
sistema de subvenciones permite que los padres opten libremente por el 
establecimiento de su preferencia, comparando las diferentes alternativas 
existentes, estructura que requiere una oferta educacional heterogénea. 
 
a.3.- Reforma en la Política de Personal 
 



En 1991 fue dictado el Estatuto Docente con el fin de mejorar las 
condiciones laborales de los profesores. Este cuerpo legal establece una serie de 
normas comunes a todos los profesores impuestas desde el nivel central, las 
cuales afectan las decisiones que debieran tomarse a nivel de cada escuela, 
constituyéndose en un obstáculo para una mejor gestión educacional. Como 
consecuencia del Estatuto Docente el gobierno central actúa como monopsonio: 
fija las remuneraciones del profesorado y con ello concentra las presiones del 
gremio sobre el gobierno, aumentando las probabilidades de huelgas y otros 
conflictos. 
 

Más aún, en la búsqueda por mejorar la calidad de la educación a través de 
recursos asignados directamente desde el Estado, también se decidió aumentar 
los salarios de los profesores (estos se triplicaron en el período 1990-2003) bajo el 
supuesto que mayores remuneraciones generarían mejoramientos de calidad. Sin 
embargo, esta política tampoco logró el objetivo para el cual fue establecida. 
Asimismo, luego de años esperando que fuera implementada la evaluación a los 
profesores que había sido establecida en el Estatuto Docente, se ha decidido 
olvidar dicho sistema y reemplazarlo por uno nuevo que ha surgido del acuerdo 
tripartito entre el Colegio de Profesores, la Asociación Chilena de Municipalidades 
y el MINEDUC. El sistema de evaluación propuesto, si bien permite la salida de los 
docentes que no están desempeñando su labor en forma correcta, la dificulta 
enormemente, manteniendo la protección especial que los ha favorecido.  
 

Uno de los elementos más cuestionables de la propuesta surge del hecho 
que los criterios sobre los que se basa la evaluación no están relacionados con el 
desempeño efectivo de los docentes en la sala de clases; es decir, no se mide el 
impacto que el profesor logra en el rendimiento de los alumnos, sino que sólo se 
limita a evaluar las capacidades que poseen los docentes y que debieran 
traducirse en un mejor desempeño. 
 
a.4.- Extensión de la Jornada Escolar 
 

La Reforma Educacional contempla la extensión de la jornada escolar, tanto 
básica como media. En el primer caso, se pasa de 30 horas semanales de clases 
a 38, es decir, se aumenta en 27% el tiempo que los niños permanecen en las 
aulas; y en educación media se extiende desde las 36 horas exigidas a 42, esto es 
un incremento de 17%. 
 

Si bien en un principio parece conveniente esta decisión, ya que pudiera 
significar mayor estudio por parte de los niños, cabe mencionar que la relación 
tiempo-rendimiento no es directa, lo que quiere decir que el mayor tiempo en la 
escuela no necesariamente se traducirá en mejoramientos de la calidad de la 
enseñanza. El resultado depende fuertemente de los contenidos que se entreguen 
en el menor tiempo y de los procesos utilizados para esa tarea. 

 
Al analizar la experiencia internacional es posible observar resultados muy 

distintos. Si bien hay países con alto nivel de logro académico y jornada escolar 



alta, lo que pudiera reflejar una relación directa entre ambas variables, también 
existen otros que, teniendo más horas de clases, presentan resultados deficientes, 
como es el caso de Indonesia, Marruecos y Tailandia, y otros que, con jornada 
reducida, logran excelentes resultados, como Holanda, Singapur y Australia. 
 
b.- Resultados a nivel nacional 
 

Los indicadores de calidad existentes en nuestro país  dejan en evidencia la 
preocupante situación en que se encuentra la enseñanza en las escuelas. Los 
resultados de las últimas pruebas permiten apreciar esta situación para los 
diferentes niveles de enseñanza. 

 
A modo de ejemplo, al comparar los promedios nacionales de 2005 con los 

obtenidos en la prueba anterior de 2002 del SIMCE de 4º básico, no se observan 
cambios significativos en los subsectores principales. Tanto en Lenguaje y 
Comunicación, como en Matemáticas, las diferencias registradas no alcanzan a 
tener el valor mínimo como para considerar que reflejan variaciones relevantes en 
los logros de aprendizaje. Algo similar ocurre cuando se comparan las mediciones 
para los octavos básicos (2004 y 2000) y segundos medios (2003 y 2001), las que 
siguen estando alrededor del promedio de 250 puntos, sin cambios significativos. 
Más aún, en este último nivel, la brecha de resultados entre los estudiantes del 
nivel socioeconómico alto y bajo ha ido en aumento. 
 
c.- Resultados a nivel internacional 
 

En el año 2003, nuestro país participó por segunda vez en el Estudio 
Internacional de Tendencias en Matemáticas y Ciencias (TIMSS). Chile obtiene un 
promedio de 400 puntos en matemáticas y ciencias, mientras que el promedio 
internacional de ambas disciplinas fue de 469. Si bien este puntaje es equivalente 
al de la medición de 1999, lo que algunos califican como "estable", refleja un 
resultado sumamente preocupante.  

 
Esto no sólo porque el promedio de los estudiantes chilenos sea 70 puntos 

inferior al promedio internacional, sino porque tras este promedio hay varias 
señales de lo crítica que es la situación actual. Chile y Sudáfrica son los únicos 
países participantes que teniendo rendimiento igual o inferior a 400 puntos, no 
muestran variación en sus resultados. El resto de los países que muestran 
estancamiento, lo hacen en niveles de logro bastante superiores al de Chile . 

 
Más todavía, las brechas de puntaje entre aquellos estudiantes con altos 

recursos educativos en el hogar respecto a los que tienen bajos, aumenta entre 
ambas mediciones en más de 20 puntos. 

 
El TIMSS 2003 entrega evidencia incluso más alarmante referida a los 

niveles de logro. Se indica, por ejemplo, que no hay estudiantes que demuestren 
haber alcanzado conocimientos y desarrollado habilidades que los califican como 
alumnos avanzados en matemáticas. Por otro lado, más de la mitad no alcanza un 



nivel mínimo de desempeño en matemáticas y poco más del 40% en ciencias. 
Comparando el rendimiento de Chile y Malasia en la última prueba TIMSS de 
matemáticas, se aprecia que los resultados de los alumnos malayos están muy 
encima de los obtenidos por los estudiantes chilenos. Malasia es un país algo más 
pobre que el nuestro con niveles de desigualdad significativos y cuyo gasto en 
educación, especialmente por alumno, está por debajo del nuestro. Más aún las 
"desventajas históricas" parecen mayores que las chilenas. No se puede dejar de 
señalar, sin embargo, que "fueron testigos" de una educación de excelencia, como 
la educación de élite inglesa, que en líneas generales supieron adaptar a la 
educación pública masiva.  
 

Tradicionalmente se ha justificado el desfavorable desempeño de Chile en 
el contexto internacional, en variables relacionadas con el nivel socioeconómico. 
Utilizando un simple ejercicio estadístico con los resultados en matemáticas se 
pueden derribar diversos mitos. Si bien es cierto que existe una relación positiva 
entre el ingreso per cápita de los países y los resultados obtenidos por estos 
exámenes, también es cierto que la muestra de países contiene un número 
importante de ellos que, a pesar de presentar un menor ingreso per cápita que 
Chile muestran resultados bastante por sobre el promedio internacional. En efecto, 
en la medición de 2003 nuestros estudiantes están por debajo de lo que nuestra 
realidad económica (ingreso per cápita, en dólares comparables)1 debería haber 
permitido y es consistente con lo ocurrido en la medición de 1999. Dependiendo 
de la especificación utilizada, si Chile se hubiese desempeñado como el promedio 
de los otros países habría obtenido en matemáticas entre 64 y 77 puntos más de 
los que efectivamente logró en el TIMSS. 

 
Asimismo, este ejercicio se puede volver a realizar ajustando los datos de 

los puntajes al Índice de Desarrollo Humano (IDH), el nivel de desigualdad o el 
gasto acumulado por estudiante hasta los 15 años en cada país. En todos los 
casos, los resultados de Chile están por debajo de los que nuestra realidad 
referida a cada uno de los aspectos señalados, debería haber permitido. Es así 
que los resultados en matemáticas son inferiores de lo que nuestro IDH debería 
haber permitido (entre 89 y 92 puntos más de los que efectivamente obtuvo en el 
TIMSS -esto se obtiene de aplicar a los coeficientes obtenidos en la regresión los 
valores chilenos de las distintas variables); de lo que nuestro nivel de desigualdad 
de ingresos debiera haber permitido (entre 25 y 50 puntos más); y de lo que 
nuestro gasto por estudiante debiera haber permitido (entre 83 y 93 puntos más) 

 
Si bien el TIMSS no determina directamente cuáles son los mecanismos 

que ayudarían a mejorar estos resultados, sí representa un elemento útil para 
evaluar y diagnosticar nuestra situación con respecto a otros países, a la vez que 
ayuda a eliminar los mitos que existen al definir las políticas públicas. 
 

                                                 
1 Nuestro país posee un producto per cápita (ajustado por paridad de poder de compra de US$9820), esto es superior al de 
República Checa, Hungría, Malasia, Eslovenia, Eslovaquia, Federación Rusa, entre otros. 



Sin duda que las causas de nuestros modestos logros educacionales son 
complejas y no pasan solo por enfrentar a los niños al nuevo currículum, como 
muchas veces se plantea. Más allá de la reforma educacional, la actual situación 
manifiesta la necesidad de abordar desafíos complementarios a los actuales. En 
efecto, para ello se requiere claridad respecto de las principales debilidades de 
nuestro sistema educacional. Las diferencias en los sistemas educacionales de los 
países que obtienen buenos resultados en el TIMSS son significativas. Se puede 
destacar algunos elementos comunes que se repiten en los diversos países de 
acuerdo al estudio de la prueba TIMSS realizado en 1999. Así, por ejemplo, la 
presión que tienen las escuelas para hacerlo bien parece de enorme relevancia. 
Del tercio superior de países, prácticamente todos tienen exámenes externos de 
evaluación. En estos países, los exámenes son ampliamente difundidos y 
discutidos en las comunidades escolares y tienen efectos sobre el desarrollo 
escolar futuro de los alumnos.  

 
De igual modo, las escuelas que obtienen resultados poco satisfactorios 

asumen consecuencias concretas. Entre estas se puede mencionar desde 
amonestaciones hasta cambios de directores y profesores. Los sistemas 
educacionales tienen incorporada una institucionalidad que asegura que se 
realizarán los mejores esfuerzos para corregir los logros poco satisfactorios. Cabe 
preguntarse si nuestras escuelas cuentan con una dinámica similar. De acuerdo a 
la evidencia disponible ello parece no ser así. Luego, sería muy positivo para 
nuestro país complementar la reforma educacional con medidas que obliguen a 
las escuelas a rendir cuentas por el desempeño escolar de sus alumnos. En este 
sentido, promover una mayor competencia entre los establecimientos, traspasar la 
responsabilidad de atraer y mantener a los alumnos a los profesores y directores, 
serían cambios muy beneficiosos para el desempeño educacional.  
 

Desde otra perspectiva, los hijos de padres con educación superior en Chile 
están más de 160 puntos por debajo de los niños cuyos padres sólo completan 
educación básica en otros países como Singapur, China, Corea. Igualmente, en 
Chile la diferencia de puntaje entre ambos tipos de estudiantes es muy superior a 
la de países como Singapur, China, Corea, Hungría o Malasia. 
 
 
d.- En conclusión 
 
 De todos los antecedentes aportados -tanto jurídicos, institucionales y 
técnicos- se desprende necesaria y forzosamente que el enfoque de política 
pública que se ha implementado durante los últimos años y los resultados 
obtenidos en las pruebas nacionales e internacionales: nada se gana con gastar 
más si no se cambia el contexto y los incentivos dentro de los cuales operan las 
escuelas (de la misma forma que lo planteaba el “Informe Brunner”2 en 1994). 
 

                                                 
2 Comité Técnico Asesor sobre la Modernización de la Educación Chilena 1994, Los desafíos de la educación 

chilena frente al siglo 21, Santiago. 



 En ese contexto, una reforma constitucional que pretenda abordar con 
seriedad, realidad y eficacia el tema de la calidad de la educación debe fundarse 
en parámetros muy distintos a los que se has seguido en los últimos años. Así, es 
que proponemos cambios que apunten en la dirección correcta, que abre un 
horizonte amplio y despejado, de manera que sean los propios actores relevantes 
los que interactúen dentro de su competencia. Lo anterior, sin perder nunca de 
vista los derechos y libertades involucrados en el proceso educativo. 
 
 
II.- CONTENIDOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 
 
 El proyecto descansa en las siguientes ideas matrices: 
 
 
1.- El alumno como sujeto principal del proceso educativo. La Constitución 
reconoce la centralidad del alumno y le entrega a sus padres el derecho preferente 
y el deber de educar a sus hijos, correspondiéndole al Estado otorgar especial 
protección al ejercicio de este derecho, según lo señalamos en párrafos 
anteriores. La discusión sobre la baja calidad de la educación en Chile ha llevado 
a plantear la necesidad de buscar mecanismos para asegurar el ejercicio de este 
derecho a la educación. Ello no debe ser analizado desde una perspectiva 
simplista entendiendo que la solución pasa  por conferir una mayor participación al 
Estado en la solución,  sin reparar en que lo que el Estado debe hacer es velar por 
la calidad de la educación.  
 

Nuestra propuesta reconoce esto y por lo tanto se incorpora dentro de los 
deberes del Estado en materia educacional: velar por su calidad, sin que por ello 
se le reste la primacía del rol de los padres en este campo. Si bien esta idea 
también es recogida por el proyecto del ejecutivo, su orientación apunta en la 
dirección opuesta en materia de calidad. En efecto, la iniciativa del gobierno, 
entrega una confianza ciega en el Estado (el mismo que ha exhibido los peores 
resultados en materia educacional, pese a haber más que triplicado sus recursos). 
El Estado no ha conseguido elevar –siquiera mantener- su nivel y no se ve por qué 
ahora lograría mejores resultados si no se le indica claramente que su rol es velar 
por la calidad.  
 

El principal error del proyecto oficialista es que no gira en torno a quienes 
debieran ser objetos centrales del proceso educativo: el alumno y su familia. El 
Gobierno sólo nos propone uniformidad y control del gobierno de turno. Una vez 
que se acepte que es la persona el centro del debate, su educación no puede ser 
más dirigida por un sistema rígido y uniforme. Teniendo presente lo que la persona 
significa, se abre la puerta para el pluralismo y el respeto a las diferencias. 
 
 
2.- Información a los padres y la comunidad. Transparencia como sinónimo 
de calidad. Nuestra propuesta introduce la información a los padres y a la 
comunidad sobre los resultados académicos de los establecimientos 



educacionales como un derecho constitucional. Ello agrega una nueva dimensión 
a la libertad de enseñanza: la transparencia. De este modo, al existir mayor 
información, se generan los incentivos adecuados para mejorar efectivamente la 
calidad de la educación en Chile pues los padres podrán ejercer en propiedad su 
derecho preferente y su deber de educar a sus hijos. 
 

De esta manera se potencia el rol de lo padres como principales 
responsables de la educación de sus hijos, comprometiendo simultáneamente el 
apoyo del Estado, de modo que aquellos puedan hacer una toma de decisiones 
informada y basada en antecedentes objetivos y conocidos. 
 
3.-Ampliación efectiva del recurso de protección. Luego, -en conexión a lo 
anterior- al incorporar este fundamental concepto dentro de la libertad de 
enseñanza, protegida actualmente por recurso de protección, se amplía dicha 
acción constitucional en una dirección que sí permite introducir elementos de 
excelencia en la educación, a diferencia de la propuesta del ejecutivo. 
 

En efecto, la iniciativa oficialista pretendía ampliar el recurso de protección 
en un área diferente como es el derecho a la educación. La verdad es que resulta 
irreal y demagógico pretender que lo que el ejecutivo no ha podido resolver en 
años, va a poder ser resuelto por los jueces en una sentencia. Lo anterior no haría 
otra cosa que desprestigiar a jueces y legisladores, creando una ilusión de amparo 
a las personas, que sólo traería más conflictos y judicialización del sistema 
educativo, sin que se aporte un ápice de calidad a éste. El derecho a la educación 
no es un derecho vacío, es el derecho a beneficiarse de una educación elegida 
por los padres en un marco de responsabilidad y equidad que constituye esencial, 
pero limitadamente, el rol del Estado. De ahí la imposibilidad conceptual –y 
práctica- de dotar simplemente de recurso de protección al Derecho a la 
educación, sin afectar la libertad de enseñanza. 
 

Si reducimos el derecho a la educación a un mero producto que un 
consumidor pueda demandar mediante una acción judicial al Estado, ésta pierde 
su verdadera fuente de dinamismo que fluye de la participación, compromiso y 
libertad de los actores involucrados. Y es que la educación es también una fuente 
de diversidad y pluralismo, y es bien sabido que un beneficio estatal controlado 
por éste, tiende naturalmente a la uniformidad, y ésta a la mediocridad (en las 
antípodas de la calidad.) 
 

En nuestra propuesta, en cambio, el concepto de información entrega una 
herramienta concreta a padres y alumnos para que tomen la mejor decisión en 
materia educacional, incentivando que los establecimientos se esfuercen al 
máximo para optimizar sus resultados, para de ese modo poder exhibir un 
proyecto educativo que resulte atractivo para apoderados y estudiantes. 
Adicionalmente, compromete al Estado en su rol de ayudar a los padres a elegir lo 
mejor (según sus propias necesidades) en materia educativa, a través de la 
entrega de información. 
 



4.- Nuestra propuesta: Calidad con libertad. Finalmente, se incorpora a nuestra 
Constitución el concepto de la calidad con libertad. Dentro de las normas 
fundamentales que debe contener la LOCE, se incorpora la transparencia y la 
información, junto con la facultad de fijar los estándares de calidad o resultados. 
De este modo, la forma o mecanismos para alcanzar dichos resultados pueden ser 
determinados libremente y de la manera que le resulte más conveniente, por el 
establecimiento educacional. Recogemos acá la libertad, la pluralidad y la 
diversidad de los diferentes proyectos educativos, pero a la vez nos aseguramos 
que dichos procesos se transformen en una enseñanza de excelencia. 
 

Por el contrario, cuando se establece el derecho de los padres a elegir un 
establecimiento educacional, pero suponiendo que va a ser el Estado el que fije 
los parámetros de contenidos, la calidad y los mecanismos para alcanzarla, dichos 
estándares o parámetros se vuelven inevitablemente rígidos, omnicomprensivos y 
totales. Lo anterior se traduciría en que los padres tienen el derecho de elegir 
entre distintos colegios que ofrecen todos lo mismo, haciendo que los procesos 
educativos sean uniformes, igualitaristas, y por lo tanto sin incentivos para su 
mejora, ya que el derecho a elegir la educación de los hijos pierde su sustancia. 
 

Por eso, resulta necesario centrar la reforma constitucional en materia de 
educación en el estudiante. Y es que la calidad de la educación no puede ser 
explicada únicamente por el desempeño del Estado, del colegio, de la Constitución 
o de la ley: deben ser también la libertad de la familia –padres y alumnos- los que 
jueguen un rol fundamental en el desarrollo de una educación de calidad. Por eso 
es que ninguna reforma que venga desde la autoridad resulta exitosa si no respeta 
la libertad esencial de la persona humana. En otras palabras, no habrá calidad sin 
libertad. Ésta es nuestra propuesta. 
 
 

En consecuencia, venimos en presentar la siguiente Reforma Constitucional 
 
 
 
 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL 
 
 
 
Artículo Único: 
 
1.- Intercálase en el inciso sexto del Artículo 19 Nº10, entre los vocablos 
“desarrollo ” y “de”, la frase “y velar por la calidad”. 
 
2.- Reemplázase el inciso cuarto del Artículo 19 Nº 11 por el siguiente: 
 
“Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza 
para sus hijos y de recibir información periódica, clara y completa  sobre su 



rendimiento. Asimismo, la comunidad y los padres tienen el derecho a ser 
informados sobre los resultados académicos obtenidos por los 
establecimientos educacionales.”. 
 
 
3.- Sustitúyase el punto final del último inciso del Artículo 19 Nº11 por un punto y 
coma, y agregase la siguiente : 
 
“determinará los estándares de calidad de la educación para cada uno de 
ellos, establecerá los efectos de su incumplimiento; y regulará el acceso a la 
información sobre los resultados obtenidos por dichos establecimientos.”. 


